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1. Disposiciones generales

BOE núm. 290

El Minislro de Asuntos Exteriores.
FRANCISCO FERNANDEZ ORDOÑEZ

CONVENIO ENTRE EL REINO DE ESPAl\;A y LA REPUBLICA
SOCIALISTA DE CHECOSLOVAQUIA SOBRE ASISTENCIA
JURII'ICA, RECONOCIMIENTO y EJECUCION DE SENTEN-

CIAS EN ASUNTOS CIVILES

Por cuanto el día 4 de mayo de 1987, el Plenipotenciario de España
firmó en Madrid, juntamente con el Plenipotenciario de la República
Socialista de Checoslovaquia, nombrados ambos en buena y debida
fonna al efecto, el Convenio entre el Reino de España y la República
Socialista de Checoslovaquia sobre Asistencia Jurídica. Reconocimiento
y Ejecución de Sentencias en Asuntos Civiles;

Vistos y examinados los veintiocho articulas del Convenio;
Concedida por las Cones Generaies la autorización prevista en el

artículo 94.1 de la Constitución.
Vengo en aprobar y ratificar cuanto en él se dispone, como en virtud

del presente lo «pruebo y ratifico, prometiendo cumplirlo, observarlo y
hacer que se cumpla y observe puntualmente en todas sus partes, a cuyo
fin, para su mayor validación y firmeza, mando expedir es,,; Instru­
mento de Ratificación finnado por Mí. debidamente sellado y refren­
dado por el infrascrito Ministro de Asuntos Exteriores.

Dado en Madrid a 22 de septiembre de 1988.

JUAN CARLOS R.
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JEFATURA DEL ESTADO
INSTRUMENTO de Ratificación del Convenio entre el
Reino de España y la Republica Socialista de Checoslova­
quia sobre Asistencia Jurtdica, Reconocimiento y Ejecución
de Sentencias en Asuntos Civiles, hecho en ;\1adrid el 4 de
mayo de 1987.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPANA

3) Las disposiciones de este Convenio concernientes a los ciudada­
nos de las Partes Contratantes se aplicarán. mutatis mutandis, a las
personas juridicas que tengan sede en el territorio de cualquiera de las
Partes Contratantes y hayan sido establecidas en conformidad a las leyes
de una de dichas Partes.

ARTÍCULO 2

1) A efectos del presente Convenio, se entenderá que el término
«asuntos civiles» incluye también los asuntos de familia y mercantiles.

2) A efectos del presente Convenio, el término «autoridad judicial»
representa cualquier órgano estatal de cualquiera de las Partes Contra­
tantes que tenga competencia en los asuntos regulados por el presentc
Convenio, con-forme al Derecho de su Estado.

3) De surgir cualesquiera dudas en el cumplimiento del presente
Convenio en 10 relativo a la nacionalidad de una persona, cada Parte
Contratante informará a la otra, a petición de ésta, de si la persona
referida tie'1e o no la condición de ciudadano suyo.

ARTícULO 3

1) Al ejecutar el presente Convenio, las autoridades judiciales de
las Partes Contratantes mantendrán contactos por medio de las autori­
dades centrales competentes, a no ser que se disponga otra cosa en el
presente Convenio.

2) A efectos del presente Convenio, las autoridades centrales serán
las siguientes:

a) POi" parte de España:

- El Ministerio de Justicia.

b) Por parte de la República Socialista Checoslovaca:

- La Fisc~lía General de la República Socialista Checoslovaca.
- El Ministerio de Justicia de la República Socialista Checa.
- El Ministerio de Justicia de la República Socialista Eslovaca.

3) Al ejecutar el presente Convenio, las autoridades centrales de las
Partes Contratantes utilizarán su lengua respectiva en su comunicación.

CAPITULO !I

Asistencia juridica en materia civil

El Reino de España y la República Socialista de Checoslovaquia,
esforzándose por robustecer mas las relaciones amistosas y la coopera­
ción entre los dos Estados, de conformidad con el Acta Final de la
Conferencia sobre Seguridad y Cooperación en Europ,., y queriendo
fao:ilitar el acceso de sus ciudadanos a las autoridades judiciales cid otro
Estado, reconocer y hacer ejecutar cada una de las sentencias dictadas
en el territorio del otro Estado y regular la aSIstencia jurídica en el
campo del Derecho Civil;

Considerando la necesidad de profun(jizar y facilitar su~ relaciones
juridicas reguladas por el Convenio sobre Procedimiento Civil, finnado
en La Haya elIde marzo de 1954, y otros Convenios intcfJ1acionales
multilaterales sobre asistencia jurídica en que los dos Estados son Partes;

y deseando mejorar la cooperación judicial mutua regüiada hasta
ahora por el Acuerdo relativo a la ..\sistencia Judicial RecípfClca en
Materia Civil y Comercial, firmado en Madrid el 26 de noviembre de
1927, y el Convenio relativo al Reconocimiento y Ejecución de las
Decisiones Judiciales, firmado en Madrid el 26 de noviembre de 1927;
Han decidido concluir el presente Convenio, y a este electo han
acordado lo siguiente:

CAPITULO PRIMERO

Disposiciones generales

ARTÍCL'Lü l

1) Los ciudadanos de una Parte Contratante gozarán en el {crritorio
de la otra Parte Contratante de igual protección jurídica, en los asuntos
referentes a su persona y propiedad, que los ciudadanos de la otra Parte
Contratante.

2) Los ciudadanos de una P,~rte Contratante prdrán cOffip:.trecer
nnte las autoridades judiciales de la otra ParTe Contratante y defender
sus derechos. presentar peticion,:s, ('nt::lblar accíonc-:; v solicitar formas
de revi"ión ~n bs mismas cor.dicionLs Clle los ci'.~d<Ídanos de Ia ntr:l
parte Contn'.!ant~. .

ARTÍCULO 4

Alado de comunicación

1) A fin de fac,ilitar el cumplimiento del Convenio sobre Procedi­
miento Civil, tinnndo en La Haya elIde marzo de 1954, las Partes
ü'Otratantes han acordado complementar el presente Convenio con las
disposiciones adicionales contenidas en el presente capítulo.

2) Al complementar el Convenio sobre Procedimiento Civil. fir­
mado en La Hava el 1 de marzo de 1954. las autoridades judiciales de
las Partes Contrátames mantendrán comactos del modo a que se refiere
el artÍCulo 3 del presente Convenio.

ARTÍCULO 5

Petición de asistencia juridica

1) La petición de asistencia jurídica contendrá lo siguiente:

a) La deslgnación d;;: la autoridad competente;
b) La designación de l¡¡ autoridad requerida;
c) La espeeific~c¡ón del caso en que se pida l~ asistencia jurídica;
d) Los nombres y apellidos de las partes y sus repr~sentant(,s

legales. si los hubiere, el luga; de su residencia permanente o tempoml,
su ci'.ld3.d:.~Eí3. y oC1.!pación, y mmbii?n su lug,1f y f~cha de nacImiento y
los nombres y apellidos de los padrts, si fuera posible, y, en el Caso de
personas juridic;;~s. su r,omb,-e Y' sed.e;

e) La nmuraleza de la petición y 105 d.... tos que den toda 1.::
inform<1ción neces<:ria J:J<lr~! la ejecución de la petición;

2) La ~ctición inc1uinl la fecha de su expedición y b firma e iní
pmvis!::l. de 'Jn sello oficia! de la autolid,-~d competen.te.

1) SI 1a dirección d3da en la petición de asistencia jurídic.1 no es
e.\w:!.-a o 1.1 p<:r~on:l a que ~':rcfic"re la petición no r<:::~ids {'TI la di,-crción
(!:_cla, la ~,~¡V)ridad, reqli;~n~h !oman'\ bs meddas !l;:(,;t:;Qn~1S VH2
3v,;ngt"lr 1.1 Ulr..:-:..:tun ,'ülTe':t3,
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4) Después de haber ejecutado la petición de asistencia jurídica, la
lutoridad requerida devolverá los documentos a la autoridad requirente.
:>i no se puede dar cumplimi'~ntoa la petición de asistencia jurídica, la
luroridad requerida devolverá los documentos a la autoridad requirente
" al mismo tiempo dará las razones que han impedido la ejecución de
a petición.

ARTiCULO 6

.l.VOlijicación de documentos

1) El certificado de notificación será enviado inm~~diatamenlea la
"arre Contratante requirente.

2) Si no puede efectuarse la notificac;ón. la Parte Contratante'
'equerida comunicará inmediatamente las razones a la Parte Contra­
ante requirente.

ARTÍCULO 7

Ejecución de la petición de asistencia jurtdica a través
de las misiones diplomáticas u oficinas consulares

Las Partes Contratantes serán libres de efectuar la notificación de
',ocumentos a sus propios ciudadanos y de examinarlos también a través
I.e sus misiones diplomáticas u oficinas consulares. En tajes casos no se
¡ti!izará apremio alguno.

ARTICULO 8

Protección de testigos y peritos

1) La persona que vaya a ser interrogada como testigo o perito ante
J autoridad judicial civil de una de las Partes Contratan tés y resida en
1 tenitorio de la otra Parte Contratante no está obligada a comparecer
ote esa autoridad en virtud de citación; por tanto, la citación no
ontendrá la amenaza de apremio en caso de que deje de comparecer.

2) El testigo o perito, sea cual sea su nacionalidad, que tenga su
~sidencia en el territOlio de ur.a de las Partes Contratantes y compa­
aca en virtud de citación ant(' la autoridad judicial de la otra Parte
:ontratantc, na podrá ser procesado, o sujeto a restricción alguna de su
batad personal, en el territorio de esa Parte Contratante, con respecto
un acto o condena criminal anterior al cruce de la frontera de la Parte

~ontrata.r:te rCQuiren!c en virtud de citación. Asimismo, no podrá ser
'roces::.do co:;) motivo de dar su testimonio (1 prueba pericial.

3) El testigo o perito quedará privado de la proterción dispuesta en
! párrafc 2 del presente artículo si no abandonare el territoric de la
larte CO:1!ratanto:::: requirente en el plazo de siete días a panir de aquel
n que fue iilfo¡~ado por la autoridad judicial q;,.¡e le citó de que ya no
';' req~lien: su presencia, °si hubiere abandonado el territoria d(,' la Parte
~ontrat:mte requirente y hubiere vuelto al mismo voluntariamente. No
~ incluirá en el susodicho plazo el tiempo durante el cual el testi;o o
'e rito no pudo abandonar el territorio de tal Parte Contratante por
alones no dependientes de su voluntad.

4) L1 persona que hubiere recibido citación tendrá derecho a
¡j,jcmnización por los costes de su viaje y estancia, así como por lucro
esante; el perito tendrá derecho aderr.ás a honorarios de examen por
·rucba periciaL L1 clase de indemnización a que la perSO:1a citada
:ndrá dererho será establecida en la citación y, previa petición, se
Toveerá a dicha persona de un adelar:to para cubrir tales gastos.

ARTíCULO 9

Costas de la asistencia juridica

1) Las Partes Contratantes no exigirán el reembolso de las costas de
::> ejecución de la petición de asistencia jurídica, con excepción de los
lonorarios dc examen y otros gastos surgidos con motivo de la ejecución
~e la prueba pericial.

2) El cumplimiento de la petición de la prueba pericial podrá
ondicionarse al depósito de un adelanto.

3) Previa solicitud, la autoridad requerida informará a la autoridad
equirente del monto de las costas ocasionadas por el cumplimiento de
a petición de asistencia jurídica.

ARTÍCt:LO 10

Información jundica

Previa petición, las autoridades centrales de las Partes Contratantes
:lacionadas con el presente ámbito de este Convenio se proporcionarán
1fofll1¡::ción sobre IRS normas jurídicas Que están o estaban en vigor en
u territorio respectivo, así como el texto de tales normas jurídicas e
,formación sobre la práctica de las autoridades judiciales.

ARTíCULO 11

Validez y fuerza probatoria de /05 documentos

1) Los documentos expedidos o certificados en la forma prescrita
proVIstos del seJlo oficial de la autoridad estatal competente o

mcionario previsto por la ley de una de las Partes Contratantes, no

requerirán autenticación ulterior alguna en el te1Ti.torio de la otra Parte
Contratante. Lo mismo se aplicará a las firmas de los documentos y a
las firmas vcrificadas según las normas de una de las Partes Contratan­
tes.

2) A efectos del presente Convenio, los documentos públicos
expedidos en el territorio de una de las Partes Contratantes tendrán ante
las autoridades del Estado de la otra Parte Contratante la misma fuerza
probatoria que les otorgue el derecho de la Parte Contratante del
territorio tO que fueron expedidos.

ARTÍCULO 12

Averiguación de direcciones y otros datos

1) Las autoridades central~s de las Partes Contratantes se asistirán,
preVIa petición, en la averiguadón de las direcciones de personas
residentes en su territorio en caso de que sea necesaria para la
promoción de los derechos de sus ciudadanos.

2) Si se presenta una reclamación de alimentos ante una autoridad
judicial de una Parte Contratante contra una persona residente en el
tenitorio de la otra Parte Contratante, ésta proporcionará, previa
petición, su asistencia en la averiguación de la fuente y monto de los
ingresos dc esa persona.

ARTÍCULO 13

Traslado de documentos de estado ciril y otros documentos

1) Las Partes Contratantes se proporcionarán mutuamente certifi·
caciones registrales relativas al nacimiento, matrimonio y fallecimiento
de ciudadanos de la otra Parte Contratante, así como información sobre
cualquier alteración de tales actas concernientes a los ciudadanos de la
otra Parte Contratante. Las certificaciones serán enviadas inmediata­
me!1.te después de haber sido extendida la partida en el registro.

2) Una Pane Contratante proporcionará, a petición de In otra Parte
Contratante, tales certificaciones para necesidades oficiales.

3) Las certificaciones mencionadas en el presente artículo se
proporcionarán gratuitamente a través de los canales diplomáticos.

ARTÍCULO 14

Las solicitudes, por parte de ciudadanos de las Partes Contratantes,
de certificaciones rcgistrales de estado civil o de otros documentos
concernientes al estado civil pueden ser enviados directamente a la
autoridad competente del registro o a la-- autoridad judicial de la otra
Parte Contratante. Los documentos pedidos serán enviados al solicitante
a través de la misión diplomática u oficina consular del Estado cuya
autoridad ex;-idió el documento. La misión diplomática u o!icina
consular cobrará en el acto de su otorgamiento al solicitante derechos
por expedir el documento.

1.3s disposiciones del artículo 25 del Convenio sobre Procedimiento
Civil, firmado en La Haya el 1 de mano de 1954, no quedan afectadas
por el presente artículo.

ARTíCULO 15

Las Partes Contratantes se enviarán copias de sentencias definitivas
concernientes al estado civil de los ciudadanos de ia otra Parte
Contratante del modo mencionado en el párrafo 3 del artículo 13 del
presente Convenio.

CAPITULO III

Reconocimiento y ejecución de sentencias

ARTicULO 16

Las Partes Contratantes reconocerán y harán ejecutar en su territorio
las siguientes sentencias dictadas en el tenitorio de la otra Parte
Contratante:

a) Las sentencias de las autoridades judiciales en asuntos civiles.
b) Las sentencias de las autoridades judiciales en asuntos penales

concernientes al pago de indemnizaciones y otras reclamaciones de
Derecho Civil.

c) Los laudos de los tribunales arbitrales.

.\RTÍCULD 17

Las disposiciones del presente capítulo no se aplicarán:

a) A cuestiones de quiebra, composiciones o procesos análogos.
b) A las decisiones sobre cuestiones de seguridad sociaL
e) A las decisiones sobre resarcimiento de daños causados por la

energía nuclear.
ARTícULO 18

A los efectos del presente capítulo, se entenderá:

a) Por «sentencia», la sentencia de obligado cumplimiento dada
por las autoridades judiciales, Tribunales arbitraL.~s, así como las
transacciones aprobadas por eUas.
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b) Por «Tribunal de origem), la autoridad judicial que dictó la
sentencia cuyo reconocimiento y ejPcución se pretende.

c) Por «Estado de origem), la Pane Contratante en cuyo territorio
este la sede del Tribunal de origen o fue pronunciado el hudo arbitral.

dl Por «Tribunal requeridQ), la autoridad judicial por 13 que ha de
ser dada la decisión sobre reconocimiento y l'jccución d~ las ~\:?ntencias.

e) Por «Estado requerido», la Parte Contratante en cuyo territorio
se pretende el reconocimiento y ejecución de la sen!en,:i¡~

ARTicULO 19

1) A los efectos del presente capítulo. se consid(~rarj que el
Triburpl de origen tiene jurisdicción:

a) Si el demandado, en el tiempo en que se ini,:ió el pro,eso, tenía
su residencia permanente () temporal en el Estado de orige:l.

b) Si el demandado, en el tiempo en que se inició el proceso. tenía
en el Estado de origen un establecimiento comercial, industrial u otro,
o una sucursal, y fue citado con motivo de una actividad de tal
establecimiento o sucursal.

e) Si los hechos que ocasionaron el daño, cuyo resarC'i:nien~o se
reclama por la demanda, ocuni~ro!1 t'n el Estado de origen.

d) Si el proceso fuera relativo a bienes inmucbies silos en el Estado
de origen.

e) Si, por acuerdo escrito. las Partes acordaran someter a la
jurisdicción del Tribunal de origen las desavenencias que hayan surgido
o puedan surgir respecto de una relación juridica especifica, a no ser que
el Derecho del Estado requl.'rido nc permitiese tal acuerdo a ;::~us;:¡ de ]a
materia litigiosa.

f) Si el proceso fuera rdativo a la obligación surgida de ~n contrate
y las Partes acordaran explícitamente que la obligación hubIera 3Jdo e
pudiera ser satisfecha en el territorio del Estado de origen.

g) Si el proceso fuera rdativo J la herencia de bll:nes m·!<.?b1e5 y el
causante fuera ciudadano del Estado de origen al tiempo de $',j muerte.

2) En cuante a las decisiones qUé se dictaren referentes a la
obligación de alimentos, se considerará que la.s autoridades de las Partes
Contratantes tienen jurisdicción conforme al articulo 3 del Convcniu
sobre Reconocimiento v Eiecución de Decisiones en ¡"'fateria de Obliga­
ciones Alimenticias con respecte a !'.1enorcs. concluido en La Haya e! 15
de abril de 1958.

ARTÍCULO 20

Se reconocerán y harán ejecutar las sentencias a q";je se refiere el
articulo t 6 del presente Convenio siempre y cuando:

a) Se considere que el Tribunal de origen tiene jurisdicción según
el sentido ce las "jjsposiciones del artículo 19 d..::! presente ConvenIo.

b) La sentencia sea definitiva y de obligado cumplimiento con·
forme al Derecho del Estado de origen.

c) El reconocimiento y ejecución de la sentencia no este en
eonflic.to co~ la competencia exclusiva de las autoridades del Estado
requerido.

<1) La Part~ contra la que se dio la sentencia. aunqul.' cila(;a en
tiempo y fonna con arreglo al Derecho del Estado de origen, haya de.tado
de tomar parte en ese procc<;¡J y, en caso de in(apacidau para iitig1.f. h".,a
side adecuadar,lente repres!:ntada.

e) La sentencia no este en contradicción con una sent<.'ncia defini­
tiva dictada anteriormente entre las mismas partes. sobre el mismo
asunto, por la autoridad judicial del Estado requt.'riLio.

f) No r.aya pendiente un proceso entre las misn-::-.s partes. sobre el
mismo asur.to, ante una autoridad judicial del Estado req'Jcr.d(, y que
ese prc~eso fuera el primero en ser entablado,

g) No se reconociera o hiciera ejecutar en d territorio del Estado
requerido la sentencia de una autoridad judicial de lIl1 tercer Estado
dict¡¡da entre las mismas partes sobre el mismo asunto.

h) El Estado requerido considere que el reconocimiento (' ejecución
de la sentencia no sería contrario al orden público de esa Parte o no
irrogaría perjuicio a su soberanía o segur;dad.

ARTÍCL'LO 21

Se reconocerán y hadn ejecutar los fallos de los Tribunales de
arbitraje en las condiciones previstas en el artículo 20 de! presente
Convenio siempre y cuando:

a) El laudo se base en un acuerdo formulado po.X escrito concer­
niente a la competencia del Tribunal de arbitrJ.je y haya sido pronun­
ciado por el Tribunal de arbitraje 3. que ::;e refiere el :.cuerdo dentro dd
ámbito de la competencia otorgada por ese acuerdo, y

b) El acuerdo sobre la r.:ompetcnóa del Tribunal de arbitraje sea
válido en conformidad al Derecho elegido por las partes y. a falta de
elección. con arreglo al Derecho del Estado requ~rido.

ARTíCULü 21

No podrá denegarse el reconocimiento o la ejeCUCIón de la sentencia
por la so!!) razón de que el Tribunal de origen haya aplicado un I)(;fccho

distinto del que habria sido aplicable conforme a las reglas de Derccho
Internacional Privado del Estado requerido. Sin embargo. podra dene·
garse el reconocimiento o la ejecución de la sentencia 51 el Tribunal Je
origen hubiera decidido una cuestión referente al estado o la capaCldad
de una parte y hubiera llegado a un resultado diferente del que se habLa
seguido de la aplicación a esa cuestIón de las reg13s de Derechu
Internacional Privado del Estado requerido.

~RTÍCULO 23

1) Las decisiones de ejecución provisional y las que orden~ln

medidas provisionaks se reconocerán y harán ejecutar. aunque sUJeta,
a las ~-o1Ti1as ordinanas de revisión. en el Estado requerido SI decislOne'
similares se pudieran dictar y hacer ejecutar en ese Estado: .

2) Las medidas provisionales ordenadas por las autondades Judi·
ciales de una Parte Contratante se reconocerán y harán ejecutar en e
territorio de esa otr;:¡ P;:¡rte Contratante, aunque el proceso entre lZl~

mismas partes sobre el mismo aSllnto esté pendiente en el territorio d(
la otr;:¡ Parte Contratante, si St; considera que la autoridad judicial fJU<

orden6 la medida protectora tiene jurisdicción según el sentido de
artículo I q de! presente Convenio.

ARTicULO 24

1) La solicitud de reconocimiento o ejecución de la sentencia puedl
ser sometida directamente al Tribunal o a la autoridad judicial campe
knte requerida que dictó la 'sentencia como autoridad de primn;
instancia; <"sta remitirá la sohcitud a la autoridad judicial de la otra P,:l!"H
Contrnlante d(' la manera dispu~sta en el art1culo 3 del pre~ent

Convenio.
2) La solicitud ira acompañada de la documentación siguienic

a) Una copia autenticada. completa y confonne al Derecho de un:
u ot1"2 Parte Contratante, de la sentencia del Tribunal de ori~en, qw:
ccnteng:! un::! cláusula que indIque ser definiti va y de obligada ejecución
a no ser que esto resulte evidente de la sentencia misma.

b) Un documento que certifique que la sentencia fue debidamer:tc
notifio:adól de confonnidad con el Derecho del Estado de origen.

e) Pn documento que certifique que la parte contra la que se dicte
la sentencia y dejó de asistir al proceso fue cirada en tiempo y form;:¡ par,
tomar parte en el proceso conforme al Derecho del Estado de origen:
que. en caso de incapacidad para litigar, fue adecuadamente represen
tada, a no ser que esto resulte evidente de la sentencia misma.

d) Una traducción legalizada, en la lengua del Estado requerido. d,
la solicitud y de los documentos mencionados en las letras a), b) \' c) de
presente párrafo .

ARTíCULO 25

1) El Tribunal n:qu::rido se limitará a averiguar s\ la~ condicione'
a que se refiere el presente Convenio han sido cumplidas.

Esta autoridad quedará vinculada por los f~.lOdamentos de hecho e:
Que el Tribwnal de origen basó su jurisdicción, a no ser que la decisió
hubiera sido dictada en r~bL'ldía.

2} Si la sentencia conti~;)e disposiciones que pueden disociarse, un
o más de éstas pUf"den reconocerse o hacerse ejecutar por separado.

3) El Tribuna! requerido procederá en conformidad con el Derech·
de su btado, a no ser que otra cosa haya sido dispuesta en ;::Sl
Convenio.

CAPITULO IV

Disposiciones finales

ARTíCULO 26

1) El presente Convenio estará sujeto a ratificación. 1.0: Instrurllt.'i
tos de Ratificación se canjearán en

)) El presente Convenio entrara en vigor a los sesenta días do.
Canje de los Instrumentos de Ratiti.cación.

ARTICULO 27

1) El <:lía de la en~rada en vigor del presente Convenio dejarán d
ser válidos el Acuerdo entre la República Checoslovaca y el Reino d
Espafla relativo a la Asistencia Judicial Recíproca en Materia Civil
C0!11ercial firmado en Madrid el 26 de noviembre de 1927. v (
Convenio entre \.:¡ República Checoslovaca y el Reino de España rdativ
al Reconocimiento v Eiecuc1ón de las Decisiones Judieiales. firmado L'

Madrid el 26 de noviembre de 1927.
2) No serán utilizados p:",'a el presente Convenio el Protocolo

finnaoo el 13 de agosto {te 1923 en Madnd, al Convenio de Extr".dicJ'~·

y Asistencia Judicial, en Materia Penal. al Acuerdo relativo a
Asistencia Judicial Reciproca en Materia Ci'vil y Comercial y
Convcnio rcla~ivo al Recor.ocimiento y Ejecución de las Decision
Judiciales, concluidos y finnados el 26 de noviembre de 1927 en Madr­
eT'tre la República Chccosiovaca y el Reino di;.' España.
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Por el Reino de España,
Frunrisco Ferndndez Ordóñe=,

Ministro de Asuntos Exteriores

ARTÍCULO 28

El pre~ente Convenio se concluye por t:~>m.ro ilimitado C2.da un" de
I~:s Partes Contmtantcs podrá denunciar el Convenio por escn¡o a tr¡:nes
di: los canales diplomá!icos. La denuncia ~urtir:i efecto un ano d,-,spu,[s
de h:tber sido recibida.

En testimonio de lo cuaL los Pkniootenciarios de ambas Partes han
firrr.1GO el presente Convenio y puesto en él su se1lo respectivo

D,;c1o en :vb.drid el 4 de mayo de 1987. ~n dos ej('mp!a~es ong1nüles.
rcdact:\dos en las lenguas española y checa. siendo ambos textos
ig'..lairncnte aUlénticos.

Por la República SOClalista
de Checoslovaquia

Hohus/av Clllloupek.
Ministro de Asuntos Exteriores

El presente Convenio entrará en vigor el 10 de diciembre de- 1988,
sesenta días despues del canje de los Inslmmentos de Ratificación, según
scc señala en su artículo 26. El citado Canje se realizó en Praga el ll de
octubre de 1988.

i~1adrid. 21 de noviembre de 1988.-El Secretario general Técnico del
Ministerio de Asuntos Exteriores, Francisco Javier Jiménez-lJgane
Hemández.

- y cOO\Tncidos dc la necesidad de diseñar un marco estable de
r.:lacinnes ins!itucionales que facilite la reali?ación de un programa de
coop\."3ción ecr;:lómica y financiera para el periodo 1988-1992,

Deciden concertar el presente Acuerdo 11Jreo de Cooperación
EUlnómica y rinanciera.

ARTÍCULO J

Se est3hlece un programa integrado de cooperacíón económica y
f;¡¡;mcicra para;,-l periodo 19R8-J992. E:'>te programa se refiere a:

- La fInancíación que el Reino de España pone a disposición del
Reino de Marruecos.

- La inversión conjunta de Empresas españolas y marroquíes y la
inversíón directa de las Empres.as. españolas en el Reino de Marruecos.

ARTíCULO JI

Las condiciones precisas de cooperación económica y financiera se
fijarán medía.nte contratos y acuerdos entre los Organismos competentes
de ambos países en el marco de sus respectivas regulaciones.

Ambas partes consideran que esta cooperación puede concretarse.
especialmente. en la producción conjunta de artículos semimanufactura~
dos y acabados. en la transferencia de tecnología y en cualquier otra
modalidad de cooperación orientada a la producción en España, en el
Reino de Tvlarruecos o en terceros países.

ARTÍCULO III

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

El Tribunal Constitucional, por providencia de 22 de noviembre
actual, ha admitido a trámite la cuestión de inconstitucionalidad
número 1837/1988, relativa a los artículos 4.° 2,5.0 1 (regla primera),
7.° 3,23 (en relación con el 24.7), 31.2 Y 34.3. Y 6.° de la Ley 44/1978,
te,licndo en cuenta la reforma operada por la Ley 48/1985. sobre el
«Impuesto de la Renta de las Personas Físicas),., con referencia a los.
artículos 14. 18,31 \' 39 de la Constitución, sometida al Pleno de este
fribunal por sentenc'ia del mismo de 10 de noviembre actual, recaída en

",,1 recurso de amparo número 752/i 985. promovido por don Jesús
Ciarcía Gom hau, contra sentencia de la Sala Segunda de lo Cont('ncioso~

<\dministraiivo de la Audiencia Territorial de Barcelona, de 19 de junio
dC" 1985, así como contra providencia de dicha Sala de 12 de julio del
mismo ano.

27849 PLAXTEA.\ffEA'TO de la cuestión de inwlISlilllciol/a/idad
,'1lÍmero 1837//988.

Ambas partes deciden adoptar medidas adecuadas para deszrrollar
su cooperación en otros sectores económicos y aprovechar cualquier
oportunidad susceptible de revalorizar las potencialidades de sus respec­
tivas economías.

ARTiCULO IV

A los fines del presente Acuerdo, el Reino de España pondrá a
disposición del Reino de Marruecos facilidades de financiación por un
importe total de 125.000 millones de pesetas.

Dichas facilidades adoptarán la forma de créditos del Fondo de
Ayuda al Desarrollo (FAD), por valor de 45.000 millones de pesetas, y
de créditos comerciales en condiciones del Consenso OCDE por valor
de 80.000 millones de pesetas.

ARTÍCULO V

Estas facilidades se destinarán a la financiación de:

l. La adquisición de bienes y servicios españoles.
.... La realización' de proyectos de interés común.

ACUERDO MARCO DE COOPERACION ECO'\OMICA
y FINANCIERA ENTRE EL REINO DE ESPA]\;A

y EL REINO DE MARRUECOS

Lo que se publica para general conocimiento.
I\'Iadrid, 22 de noviembre de 1988.-EI SeCf<.'tario de Justi·

:i<l.-Firmado y rubricado.

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

El Reino de España y el Reino de Marruecos:

- Deseosos de desarrollar la cooperación económica y financiera
3ntre ambos países, con la participación activa de sus sectores públicos
y privados~

- Animados por la voluntad de aunar sus csfuenos para fomentar
~I desarrollo de ambos países en el marco de una cooperación global.
juradera y mutuamente provechosa;

- Interesados en promover la inversión y el establecimiento de
Empresas en Jos dos países. de alentar cualquier iniciativa dirigida a
Jmphar los contactos entre Empresas españolas y marroquíes, en crear
50cledades de capital mixto y en favorecer la promOCIón de la pequeña
v mediana Empresa en el Reino de Marruecos;

, La adquisición de bienes y servicios españoles se financiará en las
siguientes condiciones:

(i) El Reino de España pondrá a la disposición del Reino de
Marruecos créditos por un importe de 50.000 millones de pesetas para
la compra de bienes v servicios españoles en las condiciones indicadas
en ti anejo I del presente Acuerdo.

Estas facilidades adoptarán la forma de:

- Créditos FAD por un importe de lO.OaO millones de pesetas.
- Créditos a la exportación hasta un límite máximo de 40.000

millones de pesetas.

(ji) Si las cantidades mencionadas en el apartado 1 de este artículo
hubieran sido comprometidas antes del 31 de diciembre de 1992, ambas
partes estudiarán la posibilidad de poner nuevos créditos a disposición
del Reino de Marruecos para la adquisición de bienes y servicios
españoles.

(iii) Los créditos FAD se cO:1cedcrán preferentemente bajo la
modalidad de crédito mixto. Los créditos a la exportación se regirán por
las condiciones del Consenso OCDE, o de otros acuerdos ° arreglos
específicos que se hubieren concertado bajo los auspicios del mencio~

nado Organismo, en función de la naturaleza de los contratos y del
correspondiente período de amortización.

(iv) Los agentes financieros de dichos créditos FAD serán, por
parte española. el Instituto de Crédito Oficial, y por parte marroquí, el
Bank Al Maghrib o cualquier otro Organismo designado por el Ministe·
no de Finanzas del Reino de Marruecos.

Ambas partes estudiarán los medios más idóneos para poner en
marcha un programa de desarrollo de pequenas y medianas Empresas
marroquíes, en colaboración con Empresas españolas.

ARTíCULO VII

ARTícULO VI

ACUERDO Marco de Cooperación Económica y Finan­
ciera entre el Reino de España y el Reino de lUarruecos. y
anejos, hecho en Madrid el 29 de junio de 1988_
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